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HABEAS CORPUS: La designación por las
autoridades políticas (Ie lugar distinto al solici-

tado para la realización de un mitin, no ím—

porta la negación del derecho de reunión que

la Constitución ampara.

DICTAMEN FISCAL

Señor :

Viene a conocimiento de esta Fiscalia el recurso de Habeas
Corpus presentado por don Guillermo Sheen Lazo y don Marcia-
no Vásquez Márquez, Secretario General y Secretario de Defen-
sa, respectivamente, de la Central Sindical de Empleados Parti-

culares del Perú, con referencia a la Resolución dictada por la

Prefectura de Lima y al Comunicado expedido por la Dirección

de Gobierno, sobre la reunión pública convocada por dicha (Jen-

tral, que estiman violaforios de la garantía constitucional relativa
al derecho de reunión establecido por el artículo 62 de la Consti-

tución del Estado, recurso que <lccla'a improcedente el Primer
Tribunal Correccional de Lima.

El Tribunal Correccional, por su resolución de 7 de agosto

del presente año, corriente a fs. 55, estima que el recurso de Ha—

beas Corpus, por su naturaleza, y de conformidad con el espíritu

y texto de los Arts. 69 de la Constitución Política del Estado y 349
del Código de Procedimientos Penales, tiene por finalidad poner
término inmediato a los actos o mandatos de la autoridad, en

cuanto ellos resulten violatorios de las garantías individuales o
sociales que la Constitución consagra, y que como el recurso fué

presentado al Tribunal para su conocimiento, al día siguiente de

la fecha señalada para la manifestación pública organizada por
la Central Sindical de Empleados Particulares, cualquier decisión

al respecto resultaría simplemente declarativa, sin que ella, en

armonía con los hechos, pudiera amparar el ejercicio de un de-
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recho ya frustrado, situación ésta que ya ha sido mutcnu de una
lijecutoria Suprema que ha sentado como precedente que “con—

sumado el hecho que originó (*1 ¡'(—curso do Habeas Corpus, éste ya
es improcedente, debiendo acudirsv ¡¡ una acción común para el

castigo del infractor". l".stimu :ulonu'ns cl Primer 'l“rihunul Correc—
cional que la decisión simplcmcntc declarativa. accrcz de si…
fundado () …) el recurso, importzwíu resolver sol…- si es o no cons—
titucional el Decreto Supremo de 1917, q…— n-gulu el derecho de
reunión, para lo cual. …) está l'ucullzulo cl 'I'rihunul. Por todos es-

tos fundamentos, declaró improcvdonlc el ¡'(-curso de Halwus (”.or-

pus, de fs… 22, y su zunpliuturiu de. fs. 2-1.
La (Ícntml Sindical de I-Ímpleudos Particulares de! Perú, in-

terpone entonces (el recurso du- nulidnd un lus términos que cons—

tan on 01 documento do fs… 38, que os coucodido por la resolución
de fs. 32), su feel… *.) (lu ug05t0 (lcl p1'(-Scut(- año.

lº.! señor Director General dv G()l)i(_“l'll”, ¿¡ su voz, interpone

recurso de nulidad ¡¡ fs. 57* que os concedido por rosolución do
la vuelta también d(' l'('chu (.) dc agusto.

… Art. 62 de lu (Ioustitución dul I*Istudn csluhlccu ”lodos tic—
nun vl derecho dv reunirse pacíficamente y sin armas, sin com-

pmnwlvr cl urdcn público. La Icy rvgulurú (=l <-jm-cicío dol dere—
cho de 1'(*unión“. F.n C()HSCCUCHCÍU. cl cjcrciciu dv cstv derecho

constitucional dvhoriu estar sujeto a una 10)“ reguladora que hus-
tu 01 momvntu no ha sido dictada por (—l Pod…“ l.vgislativo, 01 que
según el inc. 1" del Art. 123 do la misma ('.urtu ('.onstitucionul tic—
nc la facultad de dar leyes. interpretar. modificar y derogar lus
vxislcntes. Si esto es asi, al Poder Judicial sólo le corrospondo

aplicar las leyes dictadas por ul ('.0ngrvso. pvm …) interpretarlas
() dcclamrlas inconstitucionules, porque aquello importaría no sólo
crear un conflicto de Podorcs, sino invadir (-1 campo dv acción

del Legislativo. Bueno o malo, vl Poder Judicial no tiene otro ca—

mi…) que aplicar la lcy de acuerdo con lo cutcgóriczuncnto vstahlc—

cido por 01 Art. XXI dol Título Preliminar del Código Civil, que
disponv que los jueces no pueden dejar de aplicar las leyes…

'l'l'atúndosv dv Reglamentos, Resoluciones y l)(-c1'ctus, el Art.

133 de la Constitución determina: "lluy acción popular unto vl Po—
der Judicial contra los chlamx-ntos y contra las Resoluciones y
Decretos Gubernativos, de carácter general. que infrinjan ln ('.ons—
titución o las leyes, sin perjuicio de la responsabilidad política de
los Ministros… La ley establecerá el procedimiento judicial corres—

pondiente”.
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Como en el ,caso del Art. 62, el Poder Legislativo no ha dicta—
do hasta la fecha la ley a que se refiere este dispositivo constitu-
cional, el Poder Judicial no puede dar trámite a ninguna petición
relacionada con este urticulo por no existir la ley procesal corres-

pondiente.
Tratándose, sin embargo, del recurso de Habeas Corpus, el

Poder Judicál puede declarar que no tiene eficacia legal los De-
cretos y Resoluciones gubernativos, cuando ellos violen alguna

de las garantías individuales o sociales reconocidas por la Consti-
tución. Y así lo ha resuelto últimamente la Corte. Suprema de
Justicia, en el recurso de Habeas Corpus interpuesto por don Fer-
nando de los Heros, contra las Autoridades Administrativas del

Ministerio de Trabajo, en la causa Nº 632/57.

Sostienen los recurrentes que la Autoridad Política no tiene
facultad para “autorizar” una manifestación, lo cual no compete

a ella ni a ninguna autoridad, pues el ejercicio del derecho de
reunión es amplio y de orden fundamental; y que la Central cum-
plió con la única obligación que tenía, al avisar la fecha, lugar

y hora del mitin.
En cuestiones como la surgida, hay que conjugar el indiscu-

tible derecho de reunión acordado por nuestra Carta Constitucio-
nal con la ineludible obligación que al Supremo Gobierno imponen
el inc. 29 del Art. 154, y el propio artículo 213 relacionando con la

“Fuerza Armada”, en cuanto atañe a la obligación de mantener el
orden interno y a conservar el orden público, con la inexistencia

de la ley reguladora del ejercicio mismo del derecho de reunión
que no es ni puede ser irrestricto desde el momento en que el pro—

pio artículo que lo consagra, diSponc que su ejercicio debe ser re-
gulado por la ley. De acuerdo, pues, con este lógico y elemental dis-
cernimiento, la Central Sindical de Empleados del Perú, no podía
ad-libitum considerarse autorizada para señalar el lug.,ar donde de-

bía verificarse la reunión; y aunque el Poder Ejecutivo no podía

prohibirla, ni dictar normas de carácter permanente que regulen
el ejercicio de tal derecho, tiene, si, facultad, cuando existen gru-

vcs motivos de por medio, para cambiar el lugar en que debe ve-

rificarse la reunión.
El oficio reservado que en copia fotostática corre a fs. 33 y

que dirigiera el señor Ministro de Relaciones Exteriores al señor Mi-
nistro de Gobierno y Policía, poniendo en su conocimiento la in-

formación recibida de la Embajada de un país amigo, con ofici—
nas en la Plaza San Martín, acerca de la posibilidad de demostra—
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ciones y manifestaciones hostiles contra las Misiones Diplomáticas
y Consulares de ese país, así como la petición que en dicho oficio
hace el señor Ministro de Relaciones Exteriores, ¿¡ efecto de que

se adopten las medidas precautorias conducentes a evitar esos posi-
bles sucesos, justifican en concepto de esto Ministcl'io la medida

adoptada por la Dirección de Gobierno, cumplida por el Prefecto
del Departamento, para cambiar el lugar de reunión, por otro ¡-
gualmente central, como lo fuera la Plaza Grau.

' El anteproyecto (lv (lvclaración do los derechos y deberes in-
ternacionales del hombre, formulado en 1916, por rel (lomité Jurí-

dico Interamericano, de acuerdo con lo resuelto en la Conferencia

de Chapultepec, disponía en su artículo 5' que “toda persona tie-
ne. el (lorccho (lv reunirse pacíficamente con otras como un medio
para dar expresión ¿1 opiniones sobre asuntos de interés común”;

que “el Estado tiene el deber (lo permitir el uso (lo los lugares pú—
blicos para fines de reunión gene ºal. Tiene el derecho de ser infor—
mado de los lugares a ser o_cupados en sitios públicos y de imponer

condiciones en cuanto al uso (lv dichos lugares, en (=! interés del
orden y la seguridad pública.

La declaración de los (101'(—clms humanos <=svnciulos dol Amo—
rican Law Instituto, en su Art. 1" proclama: “La libertad de reu-

nirse pacíficamente con los demás”; y aclara que este artículo

protege asambleas con l'i1ws políticos. económicos, religiosos, so-
ciales, cultuºalcs y de otra índole. ('.omprvmlc reuniones al aire

libre 0 en locales cerrados, particulares _v públicos.
En el interés de la seguridad y conveniencias públicas, “el

Estado puede imponer ciertas cxigoncias respecto (lol tiempo y

lugar de las reuniones”.
En todas las Constituciones en que se reconoce el derecho de

reunión, se establece simultánoamcntc las condiciones de su ejer—

cicio rcfíriéndolo :] una ley reguladora 0 estableciendo como la del

Brasil que “todos podrán rvunirsc sin armas, no interviniendº

la policia sino para asegurar el orden público. (Ion ese fin la
policía podrá asignar el local para la rvunión, con tal que con esto

proceder no la frustro () imposibilite".

De acuerdo con estos enunciados, la Dirección (10 Gobierno

hubiese procedido contra la Constitución, si hubiera prohibido
la verficación de la reunión pública convocada por la Asociación

recurrente. Pero no ha cometido ningún acto infractorio de la Ley

Fundamental al señalar otro lugar, tan céntrico como el escogido

por los organizadores, cn consídc ºación ¿¡ los graves motivos exis—
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tenlcs. La Central Sindical de Empleados )arlicularcs no puede
atribuirse por su parte el derecho inalienable ¿ irrestricto de po-
cedcr ad-libilum. No podía enfrentarse a la autoridad encargada
de la conservación del orden público sin otro argumento que el

do su propia decisión y voluntad

Por todas estas consideraciones, este Minis!e¡io opina porque

se declare infundado el recurso de Habeas Corpus interpuesto a
fs. 22, ya que no ha existido la infmcción constitucional que se a-

tribuye al Director de Gobiemo y al Prefecto de lima, pues no
puede estimarse como ml, en _<_fuarda a los graves motivos que

existían y a la falta de una ley reguladora de. carácter perma-
nente, la decisión del primero, cumplida por el segundo, de cam-

biar el lugar de la reunión.
El recurso amplíalorio de fs. 21 debe sor rcchazado por inad-

misible. Habiéndose sometido por medio del recurso (lv fs. 22 la

cuestión surgida a la decisión del Poder Judicial, la Asociación re-
currente debió postergar, sí no la aceptaba, la reunión proyecta-
da, hasta que se resolvicsc el recurso de llab*as Corpus. En lugar
de hacerlo, sin esperar el pronunciamiento judicial, <ivcidió ¡levar
ndelante su propósito, dando así origen a los graw_—s sucesos que
ocurrieron 01 23 (lo j ulio último. El hecho que so rmlizó vn :ll)i('—l'-
to desafío a las autoridades encargadas por la Constitución de la

conservación del orden público, que rvsulló alterado, constituyen

acto ilícito, y ese acto ilícito o sea ese hecho propio, no puede ser
invocado para fundar un recurso de Habeas Corpus que, como
queda dicho, debe ser rechazado por inadmisible.

En conclusión opino:

Que se declare HABER NI'LIDAD on la resolución (¡el Tribu-
nal Correccional de fs. 55, su fecha 7 del actual que declara im-
procedente el recurso de Halvas Corpus formulado por la Cen-
tral Sindical de Empl rudos Particulares dol Perú a fs. 22 y su :un-
pliatoria de fs. 2-1 contra la Prefectura de Lima y la Dirección

de Gobierno por tratarse de hecho consumado; y, rcformándolo
declarar INFUNDADO ol ¡ecu¡so do is. 22 (' inadmisible el am -
plialorio de fs. 24.

Lima, 2 de setiembre de 1958.

PONCE S()BRICVILLA
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RESOLUCION SUPREMA

.

Lima, primero de octubre mil novecientos cincuentícho.

Vistos; por los fundamentos pertinentes del dictamen del se—
ñor Fiscal; y considerando además: que el articulo scscntínucvc (lo

la Carta Política, prescribe que todos los derechos individuales
y sociales reconocidos por la Constitución dan 1ugar a la acción

de Habeas Corpus; que sostcniéndose por la Central Sindical de
Empleados Particulares del Perú, que ha sido violado el acrccuu
de reunión por el Director de Gobierno y por el Prefecto de Lima,

y teniendo por objeto el recurso de Habeas Corpus interpuesto,

que se rcstablczca el imperio del derecho que se considera vulne-
rado, y la sanción de los infractores, remitido a un caso concreto

y particular corresponde mediante resolución judicial precisar

si en la determinación gubernativa de designar la Plaza Grau co—

mo lugar para que so cfcctuasc la couccut ºacióu solicitada por la
recurrente, y no la Plaza San Martín, como sc había señalado por

los peticionarios, existo violación constitucional al derecho de nou-
nión y, en caso afirmativo, aplicar la ley penal a los responsables;

que el mismo artículo scs€utídós do la Constitución del Estado,

que consag'a este derecho, condiciona su ejercicio ¡¡ rcunfrsc pa—
cíficamente y sin armas, sin comprometer el orden público, y dis—
pone su regulación por medio de la ley; que la ausencia de la le—
gislación expresada, no puedo dcsnaturalizar el principio consti—

tucional, de modo que el derecho de reunión adquiera un carác—
ter irrestricto, violatorio (le la propia ley fundamental, y su falta

exige precisamente la intervención de las autoridades políticas,

en cada caso determinando, (rn guarda de] interés social; que el
articulo ciento cincucnticuatm do la Constitución, en su inciso se—
gundo, en forma imperativa, señala como obligación del Poder E—
jecutivo, la de mantener el orden interno y la seguridad exterior

de la República, y el inciso décimo sexto siguiente, la de dirigir
las relaciones internacionales; que la investigación pºacticada en

autos, el oficio que en cópía fotostática obra a fojas treintitrcs,
cursado por el Ministro de Relaciones Exteriores al Ministro de
Gobierno, asi como los documentos de fojas trcíntícuatro, treinti—

cinco y treintiseís, acredita… que la reunión que se proyectaba
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realizar en la Plaza San Martín, iba a ser aprovechada por clo-
mcntos organizados, cxtmños_a la Central Sindical de Empleados

Particulares (101 Perú, para perturbar el orden público y afectar
las relaciones internacionales; que el señalamiento de la Plaza

Grau como sitio destinado para que so llevase a cabo la concen-

tración indicada, por sus condiciones de ubicación y amplitud, no
importa la negación al ejercicio del derecho de reunión que la
Constitución ampara; que, dadas tales cícunstzmcias, las medidas

adoptadas por las autoridades políticas, con la finalidad de man-
tener el orden público y las buenas relaciones internacionales,
resulta justificada cn el presente caso: declararon HABER NULI-

DAD on la resolución ¡”currida de fojas cincuentícinco, su fecha
sivtc de agosto del p1-vscntc año, que (lcclzlrzl improcedente el re-

curso (lo Habeas Corpus interpuesto a fojas veintidós, ampliado

a f'0_ias veinticuatro por la Central Sindical de Empleados Parti-
culares del Perú; rcformámlolzl: declararon infundados dichos

recursos; v 105 devolvieron. GARMENDIA.—— MAGUISIA.- LEN-

('¡I.'A. - (ZEBREROS. 142('¡l.'REN. - Se publicó conforme a ley.—

XValtor ()rfiz Acha. Secretario. 

('.zmsa N" 651/58.- Procede (10 Lima.


